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PRIVATIZACIÓN DE TIERRAS FISCALES EN LA PUNA JUJEÑA Y RÉPLICA 
INDÍGENA: LAS PETICIONES DE NULIDAD Y DENUNCIA DE “MALOS 

TRATAMIENTOS”, 1890 A 1920.

Cecilia A. Fandos1

RESUMEN

Desde la década de 1890 en el departamento puneño de Cochinoca de la provincia de Jujuy, se inició la 
transferencia de las amplias superficies de tierra pública a manos privadas. Con ese resultado se finiquitó 
el proceso inaugurado con la sublevación de la población campesina arrendataria, circunscripta al área 
de influencia de una de las principales haciendas de la provincia, a partir de 1872. El extendido suceso 
puso en el tapete del escenario político la “cuestión de la tierra” ligada al ejercicio de derechos de 
propiedad comunal de raíces coloniales. Con la manifestación campesina estas tierras que detentaba en 
carácter de propiedad privada la familia Campero, heredera del Marquesado de Tojo, fueron reconocidas 
como propiedad pública en un fallo de la Corte Suprema de Justicia (1877).
Al comenzar los primeros remates de esas tierras se desató nuevamente una situación de convulsión 
social, protagonizada por la población asentada y residente en la región, la que quedó prescindida del 
acceso a las mismas. El reclamo se orientó a la preservación de la propiedad pública en oposición a la 
propiedad privada, como un escenario social más justo y afín a sus intereses y modos de vida. En el 
artículo se recorre una serie de expedientes existentes en el Archivo Histórico de la Provincia de Jujuy 
que permiten reconstruir esta circunstancia precisa. De su análisis recorremos la situación implicada 
en la nueva condición de arrendatarios de tierras privadas de la mayor parte de los habitantes, sus 
peticiones, sus argumentos, las marcas de legitimidad invocadas en la defensa de sus derechos, las 
acciones y las respuestas de diversos actores. 
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ABSTRACT

Since the 1890s in the Puno department Cochinoca province of Jujuy, the transfer of large areas of 
public land to private ownership began. With this result, finished the process initiated with the uprising 
of the tenant peasant population that had been confined to the influences area of one of the principal 
estates in the province since 1872. This extensive event put on the scene of the political table the "land-
question" linked to the exercise of communal property rights of colonial roots. Because of the peasant 
demonstration, these lands that held in private ownership character the Campero family, heir to the 
Marquis of Tojo, were recognized as public property in a ruling by the Supreme Court of Justice (1877).
When starting the first auction of those lands unleashed a situation of social upheaval, starring by settled 
and resident population in the region, which access was prescinded to them again. The claim was aimed 
at the preservation of public property in front of private property, as a social scene fairer and related 
to their interests and lifestyles. In the article, it analyse a number of existing records in the Historical 
Archive of the Province of Jujuy that allow to reconstruct the precise circumstances. Of its analysis, we 
see the situation associated with the new condition of tenant of private land for most of the inhabitants, 
their requests, their arguments, the marks of legitimacy invoked in defense of their rights, actions and 
responses of several actors.

1 UNIHR- ISHIR/ CONICET- UNJu. cecifandos@gmail.com
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PRESENTACIÓN

 “Haciéndonos difícil la vida que antes nos era 
tan grata y tranquila” (Archivo Histórico de 
Jujuy (en adelante AHJ). Caja de expedientes, 
Vecinos de Cochinoca. Expte. 91 V, Jujuy, 18 
de septiembre de 1911).

Los propietarios “detentadores de tierras” 
constituyen el sujeto de la oración propuesta 
en el epígrafe, y los campesinos de la puna 
jujeña sus emisores. ¿Qué vida más feliz añoran 
y rememoran? Esas voces fueron emitidas a 
comienzos del siglo XX y recogen opiniones 
sobre los primeros cimbronazos ocasionados por 
los remates de tierra pública, otrora propiedad 
comunal, efectuados con regularidad desde 1895 
en el departamento puneño de Cochinoca. Se trata 
de expresiones emanadas de los sectores sociales 
que no fueron los directos beneficiarios de esas 
ventas, un universo mayoritario de antiguos 
moradores, generaciones póstumas de antepasados 
que alguna vez tuvieron derechos comunales sobre 
ese mismo territorio. 
El fenómeno de la resistencia indígena a las 
formas de dominación históricas ejercidas desde la 
conquista española constituye un vértice central de 
la historiografía social de las sociedades andinas. 
Con una vasta y prolífera literatura sobre el tema, 
resulta un problema histórico continuamente 
transitado y polemizado. Fueron imperantes por 
un tiempo las perspectivas dicotómicas de las 
relaciones de los indígenas con otros actores de 
la sociedad, resultando una imagen de sujetos 
desentendidos, marginados y pasivos del devenir 
histórico. Desde otra mirada se ha recuperado en 
el análisis la capacidad de acción y respuestas 
múltiples a variados procesos ofrecidos por las 
poblaciones indígenas campesinas, quienes no 
solo aceptaron la dominación o resistieron desde 
la “ajenidad”, sino que también propusieron, 
intervinieron y negociaron.2 Como trataremos de 

2 La literatura, las corrientes sobre estas cuestiones 

ir razonando, este artículo dialoga en ese campo 
historiográfico. 
Al inicio de la etapa republicana y mientras 
simultáneamente cobraba fuerza el liberalismo, 
desde la primera década del siglo XIX, un nuevo 
capítulo de las relaciones entre Estado y grupos 
subalternos quedó principiado. En ese tramo 
histórico, en sociedades con una fuerte impronta 
campesina- indígena como era la región de la 
Puna en Jujuy, esos amplios sectores pugnaron por 
amparar su propio sistema moral, protagonizando 
variados actos de resistencia.3 Esa etapa significó 
la ruptura de patrones coloniales persistentes de las 
relaciones de poder, de los derechos de propiedad, 
de organización política y de producción e 
intercambios. La resistencia no se limitó a la mera 
reacción de oposición y rechazo sino que condensó 
propuestas de adaptación al nuevo escenario y de 
iniciativas políticas propias (Stern 1990). 
En una mirada de muy larga duración sobre la 
naturaleza de estos conflictos, podemos entender 
que subyace una colisión de intereses por legitimar 
derechos coartados y subyugados en el desigual 
ejercicio del poder. Pero queremos insistir en 
que el accionar de estos sujetos se construye y se 
realiza históricamente, y se comporta con absoluta 
versatilidad frente a determinadas condiciones. 
Los episodios y las estrategias cotidianas de 
resistencia obedecen a las reglas de juego de 
un contexto, de un momento, de una coyuntura 
económica, política y jurídica concreta, aunque 
puedan refundarse y construirse en una memoria 
de amplia data.
Con base en esos criterios cobra fuerza nuestro 

resulta difícil de resumir en este texto, para poner 
en palabras la síntesis de ese amplio recorrido 
historiográfico nos hemos valido de Quijada 2006.
3 En el sendero trazado por el empleo de la categoría 
“economía moral” para el estudio de las sociedades 
campesinas andinas y sus insurrecciones, Larson 
propone superar las miradas “mecanicistas” de su 
comportamiento, para incorporar sus propias nociones 
de “justicia e injusticia que legitiman (o deslegitiman) 
las relaciones de poder con las elites (Larson 1992: 75).
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interés por determinar la formulación de una 
demanda específica de las poblaciones indígenas 
de la puna jujeña, generada a propósito de la 
privatización de tierras fiscales iniciadas a fines del 
siglo XIX. El área puneña principalmente afectada 
es el departamento de Cochinoca. La historia de 
este territorio se ligó desde la época colonial al 
“Marquesado de Tojo”, una gran empresa familiar, 
constituida por el control de un conjunto de tierras 

de amplia diversidad ecológica, situadas en Tarija 
y la Puna argentina, fundada institucionalmente 
en la encomienda, el mayorazgo y la titulación 
nobiliaria. A comienzos del siglo XIX el 
patrimonio de esta familia se extendía sobre 
todo el departamento de Cochinoca (Fig 1), una 
parte mayoritaria de Yavi y algunas porciones de 
Santa Catalina, más otras propiedades en Bolivia 
(Madrazo 1989, Teruel 2015).

Fuente: (Teruel, 2010: 342).
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Cochinoca se asentaba en los límites del colonial 
pueblo de indios homónimo y de Casabindo, 
establecidos entre 1573 y 1602 cuando ambas 
parcialidades étnicas obtuvieron paralelamente 
derechos de propiedad comunal. Otro hito colonial 
de relevancia fue la constitución sobre esta 
población indígena de una encomienda, en 1654, 
de manos de Pablo Bernárdez de Ovando. Por su 
descendencia la misma se ligó a los marqueses de 
Tojo, desde 1700, fecha en que Juan José Campero 
y Herrera (yerno y heredero de Ovando), adquirió 
el título nobiliario.
Con el paso a la etapa republicana la familia 
Ovando-Campero sostuvo y arrogó derechos de 
propiedad sobre la tierra comunal de los pueblos 
de Casabindo y Cochinoca. A partir de 1872 
se iniciaron acciones tendientes a cuestionar 
la legitimidad de los títulos de propiedad de los 
Campero, desatando una oleada de rebeliones en los 
campesinos de la Puna. El desenlace del conflicto 
entre Fernando Campero y sus arrendatarios fue el 
conocido fallo de la Corte Suprema de Justicia de 
1877 por el que se declararon fiscales estas tierras. 
En esta nueva fase, de propiedad pública, el acceso 
a la tierra fue a través del arriendo fiscal. Con ese 
status permanecieron hasta la década de 1890 en 
que algunos rodeos comenzaron a ser privatizados 
mediante la subasta pública a mejor postor, en base 
a una ley sancionada en 1893.4 Por este mecanismo 
fueron transferidas las tierras de Casabindo y 
Cochinoca a un nuevo grupo de propietarios, 
muchos de ellos inversionistas (mineros o del 
negocio inmobiliario) de origen extranjero, 
que reprodujeron a la postre, nuevamente, una 
estructura de gran propiedad con relaciones de 
producción basadas en el arriendo (Teruel 2005). 
Sin embargo, algunas porciones no se remataron 
y conservaron el status de propiedad pública. Paz 
reconoce dos cohortes de estas transferencias 
de tierra estatal. Uno entre 1893-1905 en que la 
mayoría de las ventas se hizo a residentes de la 
puna u originarios de las tierras. Desde 1905 
prevalecieron actores foráneos, originarios de 

4 Antes de adoptarse definitivamente esta modalidad, en 
1891 una ley que quedó sin efecto había establecido la 
prioridad de venta a los actuales ocupantes.

Buenos Aires, con mayores capitales que les 
permitía la compra sucesiva de más de un rodeo, 
en muchos casos con fines especulativos (Paz 
1992). 
Al comenzar los primeros remates de esas tierras 
se desató nuevamente una situación de convulsión 
social, protagonizada por la población asentada y 
residente en la región, la que quedó prescindida 
del acceso a las mismas. No es casual que la nueva 
realidad se expresara en el primer rodeo vendido 
tras entrar a regir la ley de ventas de estas tierras. 
Se trata del rodeo de Abralaite que fue comprado 
en 1896 por una sociedad familiar, procedente de 
un grupo de arrendatarios del fisco, de los más 
ricos. A los pocos meses de la venta el resto de los 
arrendatarios de la finca fue anoticiado del cambio 
de propietarios, junto al anuncio de un incremento 
en el valor de los arriendos y la imposición de 
servicios obligatorios, y la amenaza de desalojo si 
hubiera cualquier oposición. Frente a los hechos, 
estos sujetos afirmaron desde ese mismo instante 
la añoranza del arriendo fiscal; “acostumbrados a 
ese módico impuesto, sin obligación de servicio 
personal ni restricción a nuestra libertad […] 
hemos trabajado casas y rastrojos, hemos puesto 
alfalfares y demás cosas de nuestra comodidad 
como si viviéramos en tierras de nuestra 
propiedad” (AHJ. Caja documento, Nota elevada 
por arrenderos fiscales de Abralaite. Jujuy, 18 de 
junio de 1896).
El fragmento muestra, en primera persona, lo que 
los “arrenderos” resignaban en el traspaso a manos 
privadas: una carga monetaria considerada justa y 
legítima, la ausencia de servicios personales, su 
propia libertad y la impresión de que la tierra que 
habitaban y trabajaban les era propia. 
A partir de esta primera expresión se sucedieron 
similares acciones. El reclamo se orientó a la 
preservación de la propiedad pública en oposición 
a la propiedad privada, como un escenario 
social más justo y afín a sus intereses y modos 
de vida. En el artículo se examinan una serie de 
expedientes existentes en el Archivo Histórico de 
la Provincia de Jujuy que permiten reconstruir esta 
circunstancia precisa. De su análisis recorremos 
la situación implicada en la nueva condición de 
arrendatarios de tierras privadas de la mayor parte 



Fandos - CUADERNOS - SERIES ESPECIALES 3 (1): 98-115, 2016.

102

de los habitantes de Cochinoca, sus peticiones, sus 
argumentos, las marcas de legitimidad invocadas 
en la defensa de sus derechos, las acciones y las 
respuestas de diversos actores. Antes de abordar 
ese nudo central de este trabajo repasamos las 
principales contribuciones historiográficas sobre 
los levantamientos y los conflictos sociales de 
las tierras altas de Jujuy en la segunda mitad del 
siglo XIX, y reconstruimos las bases formales y 
las prácticas habituales del arriendo cuando estas 
tierras fueron de dominio fiscal.

REPÚBLICA Y RESISTENCIA INDÍGENA EN 
LAS TIERRAS ALTAS DE JUJUY

La problemática anunciada en la introducción se 
plasmó en la provincia de Jujuy especialmente 
en las llamadas “tierras altas” (la región de la 
Puna y la Quebrada de Humahuaca), donde 
predominaba la población de raíz indígena andina, 
con un pasado colonial que, en general, conoció 
las principales instituciones de la dominación 
española: pueblos de indios, mercedes de tierras 
y encomiendas.5 Sus economías estuvieron 
fuertemente insertadas en el espacio peruano 
con un activo rol en la vía de circulación de las 
mercancías y bienes que transitaban desde y hacia 
las minas del altiplano, además de constituir uno 
de los mayores reservorios de población indígena 
de la jurisdicción. La Quebrada de Humahuaca 
y la Puna reportaron la mayor concentración de 
población de Jujuy hasta mediados del siglo XIX, 
en que comenzó a revertirse esa situación. Con en 
el proceso de independencia este territorio fue un 
escenario directo y activo de las guerras –tanto de 
la Guerra de Independencia (1810- 1825) como 
la de la Confederación Peruano Boliviana (1836-
1839)-, comprometiendo sus recursos productivos, 
sus redes de comercio e intercambio, su gente.6 
Además de esta dislocación generada por las 
contiendas bélicas, el comienzo de la era republicana 
subvirtió el ordenamiento institucional previo con 

5 En los departamentos de la Puna el único pueblo de 
indios y encomienda fue la de Casabindo y Cochinoca.
6 Para un estudio de la incidencia de las Guerras Cf. Gil 
Montero 2002, Paz, 2008. 

la desamortización de la propiedad comunal, la 
abolición del tributo indígena, la supresión de la 
encomienda y cacicazgos; y la configuración de 
una nueva red de autoridades locales y sistemas 
impositivos (Madrazo 1989). 
La resistencia al nuevo orden liberal se expresó 
durante todo el siglo XIX en la región, y perduró 
adoptando nuevos perfiles en el siglo XX. La 
primera muestra de intransigencia fue en torno 
a la presión fiscal y administrativa del novel 
Estado republicano, ostensible en el despliegue 
de prácticas variadas: morosidad frente a 
la obligación tributaria, reclamos formales 
permanentes por abusos de autoridad, y sucesos de 
motines y asaltos (Madrazo 1989 y Paz 1991). Los 
impuestos implementados directa o indirectamente 
afectaron bases claves de la economía campesina. 
El malestar cobró relieve desde mediados del 
siglo XIX cuando los nuevos impuestos que se 
imputaban a los sectores propietarios, como la 
contribución territorial, se transfirió sobre la renta 
de arrendamiento.
Este asunto fue colectando notoriedad en numerosas 
peticiones y en las manifestaciones de rebeldía que 
se sucedieron. La literatura sobre el tema destaca 
dos rebeliones con usos de la violencia en ese 
contexto. Un motín perpetuado en 1858 contra el 
receptor del impuesto a la sal;7 y el motín y saqueo 
en 1857 acontecido en la receptoría de la aduana 
de Yavi.8 Madrazo, autor de la tesis antifiscalista 
de esa movilización campesina hacia mediados del 
siglo XIX, comprende esas acciones en el marco 
de un sendero más amplio de desestructuración 
de la economía y sociedad campesina en la 
región (Madrazo 1995). Paz desentraña estas 
acciones prevalecientes en las décadas de 1850 
y 1860 adoptando la clave interpretativa de la 
“acomodación en resistencia” de Stern, ampliando 

7 El impuesto a la sal afectó un recuso explotado desde 
antes de la conquista y servía básicamente para el 
intercambio comercial que efectuaban estas poblaciones 
indígenas (Madrazo 1989: 152).
8 Este levantamiento se hizo en función de los subidos 
precios de aduana aplicados a productos tradicionales 
de intercambio con el valle de Tarija, maíz y coca; 
en contra de las penalizaciones efectuadas cuando se 
evadía esos derechos (Paz 1991: 76). 
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el espectro de las formas de acción y reconociendo 
en ellas un margen de decisión, de participación y 
dinamismo por parte de los sectores campesinos 
arrendatarios frente al peso estructural de algunos 
procesos.9 
A partir de 1870 en el tablero de conflictos 
irrumpió el tema de la legalidad de los derechos de 
propiedad sobre las tierras, desencadenando una 
rebelión abierta de todos los sectores arrendatarios 
de la Puna y la Quebrada de Humahuaca, revelada a 
través de actos de violencia, como el emblemático 
enfrentamiento armado en la Batalla de Quera 
en 1875; conjuntamente con denuncias formales 
elevadas por “arrenderos” de los falsos derechos 
de propiedad que ejercían los propietarios de las 
haciendas de origen colonial (Paz 1991, Fandos 
2015 A). Formalmente estas denuncias se plegaban 
a un ordenamiento legal de cercana vigencia: la ley 
de 1864 de tierras públicas (Registro Oficial 1885: 
391- 392); según el cual en caso de reconocerse 
terrenos vacíos o despoblados y/o en los que 
hubiese títulos ilegítimos se declaraba la posible 
propiedad fiscal. La apelación de los arrendatarios 
de Cochinoca en su demanda de 1872 seguía 
ese procedimiento previsto en la ley. En caso de 
comprobarse vacancia o falacia en los títulos de 
propiedad el resultado previsto era la declaración 
de esa propiedad como tierra fiscal. Este asunto 
encuadra en el horizonte general de la sublevación 
porque proveyó al reclamo un recurso legal, que 
evidentemente fue usado, a la par de las pruebas 
aportadas del ilegítimo derecho de Campero 
sobre tierras que habían sido de propiedad 
comunal, a la vez que permite repensar por qué 
la fórmula empleada de tramitación fue mediante 
la afirmación de reconocimiento de “tierra fiscal”. 

9 Paz reseña actos individuales como la “lentitud 
a la obediencia”, o la “sagacidad” frente al cobro 
de obligaciones fiscales; y otros colectivos como 
la serie de peticiones efectuadas a la autoridades 
locales y provinciales, y las engloba como parte de 
sus manifestaciones frente a lo que consideraban 
injusto o violento, propone el concepto de Stern para 
entenderlas como un amplio conjunto de estrategias 
“por medio de las cuales el campesino intenta –y en 
ciertas oportunidades lo logra- modificar o mejorar 
con acciones continuas […] su relación con los otros 
sectores de la sociedad” (Paz 1991: 71- 72) 

Madrazo plantea la sublevación de la década 
de 1870 como la “etapa final” y definitoria de 
la trasformación de un campesinado étnico y 
comunario a uno “nuevo” de carácter netamente 
clasista, por el peso estructural de una serie de 
factores que minaron el componente étnico. 
Según su visión, imperando condiciones adversas 
desde las tempranas etapas de la dominación 
colonial (de orden demográfico, histórico y de 
organización) para la integridad económica y 
cultural de los grupos indígenas, las estrategias de 
resistencia en el Norte argentino, a diferencia de 
los andes bolivianos, fueron en vano y acabaron 
con su propia existencia: “los grupos étnicos que 
se hallaban en una situación de clase dentro de 
una relación colonial se integraron al campo de 
las clases y pasaron a las filas del campesinado y 
la clase asalariada […] entre una y otra situación 
medió un proceso fuertemente inducido de pérdida 
de identidad originaria y desestructuración social 
(Madrazo 1995: 146).
Cuando Madrazo introduce la clave política de la 
movilización en la Puna jujeña de los años 70’, 
aludiendo a la simultanea contienda electoral 
nacional que alineó en distintos frentes las fuerzas 
provinciales de apoyo a Mitre o a Avellaneda, 
deja al margen cualquier compromiso propio con 
el asunto por parte de los indígenas, e interpreta 
la coyuntura en términos de manipulación de 
la sublevación: “Lo que pasó a primer plano e 
incentivó, y luego reprimió la rebelión y la desvió 
de sus objetivos étnicos, fue una coyuntura de 
intereses políticos, de clase” (Madrazo 1995: 151) 
Para Madrazo la reivindicación legítima por la que 
luchaban, y que resignó su índole en el camino, 
era de carácter “étnico” y apostaba enteramente 
a la devolución de las tierras en su carácter de 
comunales, con base en el mismo status jurídico 
del derecho colonial. 
Rutledge también contribuyó en forma pionera 
al estudio de esta sublevación y da por sentado 
que el sentido de la lucha era la misma figura 
tradicional a la que alude Madrazo; la propiedad 
comunal (Rutledge 1992: 252). Si bien en su 
mirada introduce una connotación diferente del 
levantamiento, la acusación de ser un movimiento 
“comunista”, lo hace para reafirmar el carácter 
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conservador del movimiento librado por los 
indígenas y atribuir a los grupos hegemónicos 
la lectura de esos hechos como una situación 
revolucionaria. 
El perfil supuestamente “comunista” de la 
movilización es un punto que fue retomado en 
otros estudios. Los aportes de Gustavo Paz al tema 
han complejizado el conocimiento del conflicto. 
Por una parte el autor plantea la intervención de 
un concepto ajeno a la esencia de la expresión 
campesina: “comunismo”, como bandera de una 
puja intraélite que acompañó y se fundió con el 
propio conflicto. Fue atribuido, como forma de 
promoción de la agitación indígena, a uno de los 
bandos políticos en disputa, para "trastornar el 
orden establecido, oponer resistencias al principio 
de autoridad y hacer guerra a la propiedad 
privada" (Paz 2009). El término se incorporó 
definitivamente en los grupos de poder (Estado y 
propietarios) defensores de la “sagrada propiedad” 
aún después de finalizado este conflicto en la 
Puna, para catalogar los actos de protesta de los 
campesinos indígenas. Además de un recurso 
discursivo de las ideologías de las elites, fue 
considerado una “nefasta doctrina”, ante la cual 
se levantó un programa político para combatirla y 
erradicarla (Teruel y Bovi, 2010).
En cuanto a cuál era el proyecto propiamente 
proclamado por los grupos movilizados, Paz 
dice que la bibliografía anota la pretensión de la 
institución comunal acostumbrada pero resulta que 
el término comunidad fue muy poco usado por los 
propios protagonistas, para concluir que hubo una 
vaga apelación de “la comunidad” y lo central fue el 
ideal de liberarse de los propietarios y de las cargas 
del arriendo (Paz 1991). Este autor proyectó su 
análisis a la etapa inmediata de la post-revuelta de 
la década de 1870, sobre otros puntos geográficos 
de la Puna más allá del epicentro de Cochinoca, 
donde dominaban las haciendas privadas. Ese 
estudio ha permitido reconstruir algunos de los 
fundamentos indígenas que circularon entonces, 
con este examen –ausente en los otros enfoques 
del caso- Paz reconoce la capacidad de “activismo 
político” de parte de los campesinos indígenas 
puneños. Ese comportamiento activo se expresó 
en la primera mitad de la década de 1880 en las 

peticiones que coordinadamente elevaron a las 
autoridades provinciales, pues luego de la fallo 
de la Corte Suprema de Justicia los arrenderos de 
otras fincas mantuvieron siempre en sospecha los 
títulos legítimos de sus patrones. En esa ocasión 
surge un folleto, escrito por un indígena vecino, 
que introduce la idea de “propiedad social de 
orden divino” por la que se cuestionaba el derecho 
de propiedad privada irrestricto (Paz 2009). La 
solución práctica aportada al injusto reparto de la 
tierra consistía en un programa de expropiación de 
las otras haciendas privadas, siguiendo el camino 
de Cochinoca, y la entrega los ocupantes que 
trabajaban y cuidaban de esas tierras. Ese plan se 
concretó parcialmente en algunos casos como en 
la compra de la finca de Yoscaba (Santa Catalina). 
Con la legalización de tierra pública en Cochinoca, 
el hecho “los habilitó [a los arrenderos] a desafiar 
el derecho de propiedad”, modo que sostuvieron 
vivamente de ahí en más. En tanto, entre 1879 y 
1895 los habitantes de Cochinoca conformaron un 
nuevo status de arrendatarios del fisco. 

TIERRA PÚBLICA Y PRÁCTICAS DEL 
ARRIENDO FISCAL EN COCHINOCA

Una ley de 1880 (6 de abril), declaró claramente 
que las “antiguas comunidades de los pueblos 
de Casabindo y Cochinoca” eran “dominio de 
la Provincia” y que los productos de pastaje 
y arriendos conformaban un rubro del Tesoro 
público. Allí cobró mayor precisión el contrato de 
arrendamiento que se estableció sobre la base del 
número de ganado de todas las especies criadas 
por sus ocupantes. Se ordenaba la realización de 
recuentos oficiales quinquenales. También insistía 
sobre la operación de un deslinde general de la 
propiedad que debía empezar por el nombramiento 
de agrimensores (Registro Oficial 1887: 381- 
382.) Una actualización de los precios del arriendo 
fiscal se fijó seis años después empleando ya los 
valores de la moneda nacional, en reemplazo del 
peso boliviano (Registro Oficial 1887: 628- 629). 
Las tasas de arriendo volvieron a subir en 1890 y 
en 1904. 
La reglamentación del cobro de los arriendos 
fiscales desde 1880 establecía la conformación, 
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por nombramiento del poder ejecutivo, de 
comisionados recaudadores específicos para 
hacerlos efectivos, encargados a su vez de realizar 
los recuentos periódicos, a cambio de un porcentaje 
de la recaudación como retribución de la tarea. Sin 
embargo, tras reconocerse la serie de dificultades 
que acarreaba la precepción de los arriendos se 
optó al cabo de una década por la tercerización 
en la administración de los arriendos fiscales, 
adoptando la forma de contratos de subarriendos, 
que perseguían una racionalización en pos de la 
eficiencia y eficacia en su organización.10

Queda claro por estas modalidades de cobro y de 
los trazos que surgen de distintos informes oficiales 
que al Estado le resultó difícil la administración 
de estos arriendos. De hecho, fue gestionando 
distintos ensayos para hacerlos más operativos, 
para racionalizar el cobro y, al final, cierta ineficacia 
obró a favor del convencimiento sobre las ventajas 
de privatización de estas tierras. Primando tales 
circunstancias fue que en 1887 se formó una 
comisión de estudio y exploración de los recuentos 
fiscales de la Quebrada y de la Puna. De esa acción 
ha quedado constancia que las “deficiencias y 
abusos” en las tierras de uso fiscal eran de distinto 
tipo. En primer lugar, se declara ilegal el acto 
recurrente de ciertos criadores de vacunos de los 
valles bajos, que usaban las tierras de pastaje 
fiscales para hacer rotación de pastos, movilizando 
su hacienda a las zonas altas en determinadas 
épocas del año, sin pagar ningún derecho especial 
y provocando la privación de los pastos para 
el ganado de quienes eran los arrenderos de las 
propiedades fiscales. En segundo lugar, se expone 
sobre la constante violación del área delimitada y 
adjudicada para el beneficio del pastaje; señalando 
al respecto: “ Sucede que varios de los arrenderos 
que tienen una tropa de ganado lanar en el Rodeo 
A, por ejemplo, lo llevan diariamente al rodeo B, 
de lo cual resulta que los pastos del rodeo B se 
consumen y se hacen insuficientes para mantener 
la tropa de los ocupantes de dicho rodeo […] 

10 Registros de esas modalidades se pueden ver en AHJ. 
Caja documento, Contrato de arrendamiento tierras de 
Cochinoca. Jujuy, 28 de octubre de 1890. AHJ. Caja 
de Expedientes, Solicitud de arriendos en Cochinoca. 
Expte. 502 C, Jujuy, 4 de junio de 1909, fs. 4v.

En esta parte sucede también que algunos de los 
arrenderos dicen “soy arrendero de las tierras del 
Estado y por consiguiente soy dueño de hacer 
pastar mi ganado en lugar que mejor me parezca”. 
Este principio a mi modo de ver me parece de todo 
punto inaceptable, pues vendría a dar por resultado 
derecho de la comuna, entre unos y otros” 
(AHJ. Caja Documentos, Informe Presentado al 
Gobierno en los recuentos de intereses fiscales de 
la Quebrada y Puna. Jujuy, 25 de mayo de 1887).
En tercer lugar, se describe la ejecución de un 
negocio privado montado en torno al pastaje en 
los terrenos fiscales, dado que sus arrendatarios 
“reciben tropas de animales a invernar (de los 
troperos que van en tránsito a Bolivia) en los 
lugares más pastosos, cobrando para sí una cantidad 
mensual determinada”. Finalmente, puntualiza las 
arbitrariedades de tipo clientelares de las que eran 
responsables las autoridades locales, prefiriendo a 
“compadres, pariente o amigo”. 
Si bien lo denunciado en este informe pudo 
coincidir con la realidad de los hechos, todavía 
más: parecen dar muestras claras de un conjunto 
de estrategias productivas propias de la ganadería 
múltiple, que no fueron interpretadas por el emisor 
de turno. Las referencias históricas y etnográficas 
de la región de la Quebrada de Humahuaca y la 
Puna jujeña hablan de un perfil productivo basado 
en la ganadería ovina y vacuna semi trashumante. 
Para ello se requiere de la disponibilidad de un 
amplio, alternativo y móvil espacio en la oferta de 
los pastos y las aguadas naturales que permitan la 
reproducción de las majadas, condiciones que el 
sistema de arriendo diseñado desde el gobierno no 
consideraba al reducir en rodeos los campos.
Más allá de las diferentes interpretaciones que 
pueden deducirse de estos discursos un dato certero 
era la situación de cierta laxitud y permisividad en 
las prácticas del arriendo fiscal, que se confirma 
también en los magros ingresos de los registros 
fiscales del tesoro provincial por este concepto.
 
LOS PETITORIOS TRAS LA PRIVATIZACIÓN

La construcción de un ideario estructurado 
y singular favorable a la propiedad fiscal al 
promediar la década de 1890, y vigente en las 
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primeras del siglo XX, se expresó en la posición 
que los campesinos indígenas de Cochinoca (y 
otros departamentos de la Puna) formularon sobre 
las ventas de las tierras fiscales. Fue el nuevo 
proceso privatizador el que alimentó acciones de 
resistencia. En este plano nos interesa guiarnos de 
los conceptos vertidos por Stern cuando alude a ese 
conjunto de actos de “continua experimentación 
y acumulación de experiencias por parte de los 
campesinos en sus relaciones políticas con el 
Estado y con los sectores no campesinos […] una 
historia previa (a las rebeliones abiertas -agregado 
propio-) de “resistencia” y autodefensa campesina 
[…] que abarca períodos aparentemente tranquilos 
[…] (Stern 1990: 33). 
Las “ventas malas” y “los malos tratamientos” 
que encabezan las carátulas de los expedientes 
analizados recogen esas voces, resignificando 
antiguas matrices, pero ahora ancladas en 
una explícita marca temporal: “[…] en los 
departamentos de la Puna nos tratan muy mal, que 
desde el año 1894 adelante son los lamentos mas y 
mas para los vecinos que poseen por la jeneración 
(sic) de un tiempo inmemorial” (AHJ. Caja de 
Expedientes, Vecinos de Cochinoa. Expte. 124 v, 
Jujuy, 13 de agosto de 1912).

Los malos tratamientos

Sin dudas el catálogo de malos tratos que 
contienen las fuentes consultadas no es nuevo, 
redunda en patrones persistentes de las relaciones 
entre los propietarios y los arrendatarios. Paz 
ya describe esos mismos malos tratamientos 
para la etapa siguiente a la rebelión abierta de 
la década de 1870, efectuados en aras de lograr 
el disciplinamiento campesino y reconstruir un 
“orden” social rural (Paz 2009). Retomamos aquí 
el listado completo de las acusaciones hechas sobre 
los abusos que ahora cometían los nuevos dueños 
post-ventas de tierras fiscales, porque nos interesa 
vislumbrar a través de ellas las prácticas reales del 
arrendamiento a comienzos del siglo XX. Queda 
claro que entonces los arrendatarios percibían un 
escenario modificado, de fuerte menoscabo de las 
condiciones inmediatas que tenían como colonos 
del fisco. 

En primer lugar, los valores de los arriendos 
resultaban exorbitantes porque no se cobraban a 
“su justo precio”. En los escritos se aportan cifras 
concretas, que rondaban entre los seis y diez pesos 
el ciento de ovejas; y cincuenta centavos a un peso 
por cabeza de llamar, asnal o vacunos, anualmente 
(AHJ. Caja de Expedientes, Vecinos de Cochinoa. 
Expte. 124 v, Jujuy, 13 de agosto de 1912. AHJ. 
Caja de expedientes, Vecinos de Cochinoca. Expte. 
7 V, Jujuy, 23 de octubre de 1913). El contraste 
con otros tiempos era lo que les permitía discernir 
la impresión de “un subido arriendo” […] “pues de 
todo esto mas antes en tiempo que fue de dominio 
fiscal, solo pagábamos por hacienda lanar y cabrío 
el ciento dos $, y asnal y llamar, veinte centavos 
por cabeza” (AHJ. Caja de expedientes, Vecinos 
de Cochinoca. Expte. 7 V, Jujuy, 23 de octubre 
de 1913). Además, la estimación de inequidad en 
esas alzas cobraba sentido cuando se acusaba a los 
propietarios de una “especulación sin freno”. En 
la lectura de estos hechos, y también teniendo en 
cuenta los factores ambientales de la Puna que no 
les ofrecía más para la subsistencia que la cría de 
haciendas, otras circunstancias ahora impuestas 
constreñían más la “tranquilidad” de sus vidas. 
Así, en un distinto contexto monetario como telón 
de fondo, los propietarios y administradores de 
fincas habían comenzado a ejecutar los cobros de 
arriendos en pesos nacionales (“que en esta región 
circula muy poco”), generando quebrantos del 20 o 
30% por el cambio de moneda boliviana (AHJ. Caja 
de expedientes, Vecinos de Cochinoca. Expte. 7 V, 
Jujuy, 23 de octubre de 1913). También los propios 
recursos para consumar las obligaciones de renta 
se veían disminuidos por el estrechamiento de sus 
espacios productivos. En efecto, la privatización 
de las tierras había asegurado a los patrones 
“los mejores pastoreos, aguadas y vertientes y 
madrijones de agua […]”; privándolos de las zonas 
de cieno que habitualmente usufructuaban los 
arrendatarios para construir potreros en invierno 
(AHJ. Caja de expedientes, Vecinos de Cochinoca. 
Expte. 7 V, Jujuy, 23 de octubre de 1913).
Además de la escalada en los valores del alquiler 
en relación a los que previamente cobraba el fisco, 
las denuncias de los malos tratamientos apuntan a 
una obligación -los servicios personales- revelada 
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como inexistente en los arrendamientos de 
tierras públicas. En la interpretación de Madrazo 
el acrecentamiento del interés rentístico de las 
haciendas puneñas, en detrimento del productivo-
comercial, al comenzar el siglo XIX transformó 
a los antiguos tributarios en arrendatarios, 
conformando un sistema basado en los aportes 
procedente del canon de arriendo y el servicio 
personal obligatorio, que se requería durante 
dos semanas al año y eximía del deber a las 
viudas y los recién casados (Madrazo 1982:161). 
Luego, la perdurabilidad del servicio personal 
fue ilegítimo durante mucho tiempo según el 
cuadro legal republicano, que lo había prohibido 
expresamente en dos oportunidades, 1836 y 1845 
(Teruel 1993:145- 146). Fue restablecido casi en el 
mismo momento en que se inició la privatización 
de tierras de la Puna, en el Código Rural de 1894.11 
Pese a estos vericuetos de la marcha legal del tema 
resulta evidente la continuidad de su práctica. 
Lo que revelan las quejas de los arrendatarios 
a comienzos del siglo XX sobre estos trabajos 
forzados es que se habían extendido en plazos 
(hasta 20 días), que ellos debían aportar sus 
herramientas personales y que sometía a jóvenes, 
mujeres, ancianos e imposibilitados por igual 
(AHJ. Caja de expedientes, Vecinos de Cochinoca. 
Expte. 124, Jujuy, 13 de agosto de 1912). 
Otra sombra de intranquilidad en sus vidas 
era el peligro permanente del desalojo de sus 
posesiones: “nos tienen en la indiferencia al 
mayor número de avitantes (sic) amenazados de 
votarnos, o desalojarnos de nuestros hogares a 
no ser sus obedientes asistentes de estar bajo sus 
órdenes […]”(AHJ. Caja de expedientes, Vecinos 
de Cochinoca. Expte. 124, Jujuy, 13 de agosto de 
1912) Evidentemente, el desahucio era el modo 
más corriente de penalización a la mínima mora 
de la renta o ante cualquier actitud “airada” por 
parte de los arrenderos, o por ser caratulados de 
adversarios políticos (AHJ, Caja de expedientes, 
Denuncia malos tratamientos (Agua Caliente- 

11 Dice en forma expresa, “ningún propietario podrá 
imponer por razón de obligación del arriendo mas de 20 
días de servicio personal en el año, so pena de nulidad 
del contrato” (AHJ. Registro oficial, año 1893, fs. 197).

Quera). Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio de 1910. 
AHJ. Caja de Expedientes, Quejas Vecinos de 
Cochinoca. Expte. 334, G, Jujuy, 12 de enero 
de 1913). Si bien se trataba de un acto jurídico, 
reconocido en el Código Civil y en el Código 
Rural provincial de 1893, se aplicaba sin seguir 
los procedimientos establecidos y de modo 
completamente arbitrario. Este asunto había 
sido materia de especial preocupación durante 
la coyuntura de levantamientos campesinos de 
mediados de la década de 1870 y hasta comienzos 
de la de 1880. Los propietarios terciaron 
políticamente en la legislatura local para que 
se sancionase una “ley de locación” (de 1883) 
proclive a la agilización del desalojo. Se buscaba 
de esta manera materializar represalias contra la 
oposición general al pago de arriendos y contar 
con un “remedio” que les permitiese “hacer justicia 
breve y barata”.12 
Más allá del ímpetu que les provocaba a los 
arrendatarios la expulsión de sus hogares, 
entendían que esa era la forma por la que “nos 
hacen proletarios” porque así se los obligaba 
a mendigar de un lado a otro (AHJ. Caja de 
Expedientes, Quejas Vecinos de Cochinoca. 
Expte. 334, G, Jujuy, 12 de enero de 1913). El 
desalojo generaba graves consecuencias pues se 
les hacía difícil encontrar nueva morada, ya que los 
propietarios solían prevenir “a todo el mundo para 
que no seamos recibidos a no ser que no tengamos 
una papeleta establecida por ellos que conste de 
nuestro carácter” (AHJ, Caja de expedientes, 
Denuncia malos tratamientos (Agua Caliente- 
Quera). Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio de 1910). 

12 La esencia de la ley era la regulación del procedimiento 
del juicio por estas causales acortando plazos, achicando 
formalidades de las pruebas, alivianando la jurisdicción 
de competencia. Contempla especialmente los contratos 
de arrendamiento por tiempo indeterminado, ante la 
experiencia de que por ese mismo carácter el locatario 
tiende a continuar en la parcela aún hecha la denuncia. 
Así, quedaba establecido que en estos casos el desalojo 
contemplará los plazos previstos en el Código Civil, 
pero que al vencimiento del mismo “se decretará el 
lanzamiento inmediato por intermedio de la fuerza 
pública”. También se explicita que por falta de pago de 
dos períodos consecutivos se podía ordenar el desalojo 
en 10 días (Fandos 2015 B).
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Al parecer el único amparo posible en este caso, 
además de la emigración, era recurrir a la solicitud 
de arriendos en tierras fiscales en Cochinoca 
AHJ. Caja de Expedientes, Quejas Vecinos de 
Cochinoca. Expte. 334, G, Jujuy, 12 de enero de 
1913). A comienzos de la década de 1920 quedaban 
muy pocos terrenos en esa condición y la presión 
de los pobladores sobre la propiedad pública de 
la zona hacía insostenible la situación, generando 
graves conflictos. De ese estado daba cuenta el 
comisionado rural de Puesto del Marqués, quién 
se veía contrariado ante la orden de “poner en 
posesión de pastoreo en terrenos fiscales a varios 
vecinos de estos distritos que no tienen a donde 
vivir […] que como antes no sabe haber tanta 
gente, como existimos ahora”. Comentaba que 
había solicitado a los arrendatarios ya establecidos 
cedan un pedazo de sus parcelas, siendo que antes 
se los otorgaba con mucha extensión, recibiendo 
absoluta negativa como respuesta bajo el pretexto 
de que “somos pagadores”; y advirtiendo que éstos 
subarrendaban en provecho propio (AHJ. Caja 
de Documentos, Comisionado rural Puesto del 
Marqués. Jujuy, 22 de diciembre de 1922). 
Por otro lado, la intimidación verbal y física 
parecía estar al orden del día en los actos de 
administradores de las fincas y los funcionarios 
públicos locales. Entre los recursos usados con 
estos fines se enumeran “la paliza”, “los azotes”, 
el incendio de las casas de arrendatarios, “los 
balazos”, “culetazos”, la amarradura a horcones,13 
la represalia en el cubrimiento de “cabecillas”, el 
aprisionamiento sin justo procedimiento.
Por último, en tono de paradoja e ironía, los 
propietarios son denunciados por cometer 
agravios contra la “sagrada propiedad”. Quitando 
los rebaños de los arrenderos: “se toman la libertad 

13 Estas denuncias abundan en los expedientes 
analizados, citamos un texto como demostración de 
detalle sobre los hechos que suelen contener: “También 
nos comunicaron a poco que el propietario del rodeo de 
Doncellas […] en carácter de dueño le tomo a Anastacio 
Tabarconte atado en el horcón en el centro de su corral 
con su hacienda asnal y le dio de culetazos con escopeta 
o caravina permaneciendo enfermo en casabindo votado 
de su posición” (AHJ, Caja de expedientes, Denuncia 
malos tratamientos (Agua Caliente- Quera). Expte. 24 
v, Jujuy, 11 de julio de 1910, s/f).

delante de nuestros mismos ojos, de estampar sus 
marcas, señalan nuestras haciendas, carnean y 
venden […]” (AHJ. Caja de expedientes, Vecinos 
de Cochinoca. Expte. 124, Jujuy, 13 de agosto de 
1912).
Es fácil advertir en este corpus documental la 
intencionalidad prioritaria en delatar con todas 
las letras posibles el abuso que cometían los 
propietarios, en muchos casos detrás de esa 
común denuncia el reclamo quedaba reducido 
a solicitar la sesión de una parcela fiscal para un 
grupo reducido de arrendatarios (AHJ. Caja de 
expedientes, Vecinos de Puesto del Maqués y 
Llamería. Expte. 71, Jujuy, 1 de julio de 1911. 
AHJ. Caja de Expedientes, Quejas Vecinos de 
Cochinoca. Expte. 334, G, Jujuy, 12 de enero de 
1913), o peticionar la remoción y reemplazo de 
algunos funcionarios (AHJ. Caja de Expedientes, 
Vecinos Pueblos de Patricios. Expte. 67 V, Jujuy, 2 
de junio de 1911), también requerir prórrogas para 
pagos de impuestos (AHJ. Caja de Expedientes, 
Vecinos de Cochinoca. Expte. 116 V, Jujuy, 13 
de junio de 1912), y pretender se les ofrezcan a 
venta tierras privadas con intervención oficial para 
ser adquiridas por vecinos en copropiedad (AHJ. 
Caja de Expedientes, Vecinos de Cochinoca, 
remate de tierras. Expte. 9 V, Jujuy, noviembre 
de 1913). En definitiva, en todas estas cuestiones 
siempre se introduce en el relato un panorama 
del sufrimiento que les implicaba la relación 
arrendatario-propietario, y más expresamente con 
los nuevos propietarios surgidos de las ventas de 
tierras fiscales,14 pero las enmiendas no pasan más 
allá de situaciones y personas puntuales. 
Sin embargo, siguiendo ese mismo patrón de 
denuncia hay otros discursos producidos sobre 
los malos tratamientos que abundan en una 
lógica de legitimidades contrapuestas, lo que 
nos permite ampliar las miras de la problemática 
reinante. Ello es factible de examinarse en otras 
propuestas de solución (sanción de leyes e 
intervención administrativa para anular las ventas 
de tierra fiscal), que contienen un propio sentido 

14 Figuran reiteradamente expresiones como “los 
señores que se titulan dueños”, “los detentadores de 
propiedad”. 
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de legalidad y de justicia. 

Reforma legal y nulidad de las ventas

El alegato genérico que subyace en las 
presentaciones efectuadas es la injusticia, esa 
postulación puede interpretarse como una 
“búsqueda de gobierno”, orientada a la articulación 
con el Estado por parte de la población campesina 
puneña y equivalente a la prosecución de justicia 
con respaldo estatal (Pereyra Chávez 2011:102).
En este sentido, una herramienta favorable 
emanaría, con mucha más claridad, de una 
normativa específica que regulase el arriendo. Por 
ello el recurso legislativo fue una vía de solución 
aportada en sus demandas por los campesinos 
indígenas de Cochinoca a comienzos del siglo 
XX. Las solicitudes de sanción de leyes se 
elevaron directamente al Poder Ejecutivo, para 
que sean tratadas en las cámaras legislativas, 
y estipulan un conjunto de normas, a modo de 
punteo, de cómo remediarse cada unos de los 
abusos que infringían los propietarios (AHJ. Caja 
de expedientes, Vecinos de Cochinoca. Expte. 
7 V, Jujuy, 23 de octubre de 1913. AHJ. Caja de 
expedientes, Vecinos de Cochinoca. Expte. 124, 
Jujuy, 13 de agosto de 1912). Por una parte, se 
explicitan un grupo de instrucciones para cobrar 
los arriendos: en proporción a lo producido y 
preestablecido por ley, que se acepte para el pago 
la moneda “que circula” y a cambio oficial, que se 
supriman y prohíban otros cobros como “yerbaje” 
y obligación personal, que se expidan recibos en 
“talonarios impresos, numerados, especificando 
cantidad y clase de hacienda”, que se establezca 
un tope anual con previa aviso la formación de 
rodeos asnales, que los rodeos no demoren más de 
24 horas, entre otras cuestiones. 
Por otro lado, estas propuestas legislativas 
imponen normas para regular la conducta de los 
propietarios como “expresiones de indignación 
moral”, en el mismo sentido que comenta Larson 
para la experiencia campesina de Cochabamba 
en Bolivia. Se trata de cláusulas que desafían el 
poder y la lógica de los terratenientes, apegados al 
afán de enriquecimiento, y por lo tanto, contrario 
a su ética y sus costumbres (Larson 1992: 96). 

Para reglamentar al respecto se dispone añadir en 
el texto de la ley: “que sin más trámites -en una 
vez, por todo se les aplique la constancia directa a 
perder derechos de propietarios de tierras el que se 
permita estropiar (sic) a los arrenderos o nuestras 
familias o abusen nuestros rebaños las tierras se 
volverán en orfandad, al fisco, a lo anterior será 
por medio de la autoridad competente” (AHJ. Caja 
de expedientes, Vecinos de Cochinoca. Expte. 124, 
Jujuy, 13 de agosto de 1912).
La otra acción decidida que reclaman al Estado es 
que se decrete la nulidad de las ventas los rodeos 
fiscales de Cochinoca; “para volver a gozar de una 
vida tranquila, para poder satisfacer arriendos e 
impuestos, como lo hacían nuestros antepasados y 
nosotros mismos hasta poco antes de la asiaga (sic) 
administración que pasó dejando huellas amargas 
para toda la provincia y de modo especial para 
nosotros, al vender en forma parcial e irregular 
los terrenos de la puna, haciéndola pasar a manos 
extrañas, prescindiendo de nosotros que por el tanto 
eramos preferidos como pobladores y poseedores 
de ellas […]”(AHJ. Caja de expedientes, Vecinos 
de Cochinoca. Expte. 91 V, Jujuy, 18 de septiembre 
de 1911).
Las “ventas malas” se denuncian en forma 
reiterada en varios expedientes prácticamente 
con la misma justificación: eran ilegales por 
cuanto se hicieron a favor de terceras personas 
“estrañas”, sin conocimiento de la “ley sancionada 
en la provincia”, las desaprueban y reclaman su 
nulidad. Probablemente parte de ese descargo 
registraba la primera ley de ventas (1891) en la 
que explícitamente sí les reconocía la prioridad de 
compra a los pobladores y ocupantes del territorio, 
pero sabemos que fue modificada por la modalidad 
de remate a mejor postor. En torno a esto, también 
patrocinan argumentos que proceden del corpus 
legal del Estado en vigencia. Efectivamente, se 
autoproclaman entendidos y reverentes con el 
principio de propiedad privada en estos términos: 
“La propiedad nos parece sagrada […] Nosotros 
no obramos envidiado porque se han hecho 
propietarios ni de las compras ventas de tierras si 
no se cometieran abusos, atropellos tan barbaros 
y todavía aún se nos considera indios alzados que 
a nuestras denuncias se nos dice que es revelar 
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contra la venta y reclamar nuestra propiedad… 
No” (AHJ, Caja de expedientes, Denuncia malos 
tratamientos (Agua Caliente- Quera). Expte. 24 v, 
Jujuy, 11 de julio de 1910).
Así, lejos de acudir a argumentos transgresores 
del orden republicano liberal declaman que 
los desobedientes de la ley eran los dueños de 
las tierras por las infracciones que cometían 
diariamente,15 por ejemplo en contra de las 
disposiciones del Código Civil sobre las garantías 
al “culpable” en la acción de ejecución de bienes 
por deudas, o del Código Rural de Jujuy en lo 
relativo a las disposiciones de embargo de ganado 
en épocas de parición, o simplemente la quita 
del ganado que tiene el carácter de propiedad 
privada del arrendatario. En definitiva, el reto no 
pasaba solamente por el desmedro de las normas 
de costumbre de los sectores campesinos que 
las nueva realidad les imponía, sino también por 
la violación a las normas legales emanadas del 
Estado que comportaban las acciones y el ejercicio 
del poder de los terratenientes. 
El “derecho de abitante de un tiempo inmemorial”, 
la declaración de la tierra fiscal consagrada por la 
Corte Suprema de Justicia y por “ser hijos de Dios 
puestos sobre la tierra, obedeciendo a la patria y 
su doctrina”, conforman los resguardos sobre la 
propiedad a los que suscriben en los petitorios de 
nulidad de las ventas (AHJ, Caja de expedientes, 
Denuncia malos tratamientos (Agua Caliente- 
Quera). Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio de 1910). 
El reclamo de intervención de los poderes públicos 
se orienta a la promulgación de un decreto para 
que estas tierras “vuelvan al primitivo estado de 
nuestras vidas progresistas”. ¿Qué derecho de 
propiedad invocan con este principio? La fórmula 
resulta ambigua en tanto puede atribuirse a la 
proclamación de derechos vigentes en el orden 
colonial o a los establecidos bajo el dominio de la 
propiedad fiscal. 

15 Se anotan discursos como este, “Nosotros conocemos 
lo dispuesto por la ley de exigencias y estamos sujetos 
con todo respeto, pero el proceder de los titulados y 
funcionarios en nada siquiera es parecido” AHJ, Caja 
de expedientes, Denuncia malos tratamientos (Agua 
Caliente- Quera). Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio de 
1910. 

Ciertamente, resulta patente que estos relatos se 
funden en la problemática específica que trajo 
aparejada la privatización de las tierras públicas 
y que, en lo inmediato, una vida “tranquila”, 
“en paz”, se asocia a las condiciones de uso que 
predominaban siendo arrendatarios del fisco. 
Pero creemos que la apelación a su situación de 
habitantes de un tiempo inmemorial rebasa la 
corta coyuntura de unos treinta años atrás. Aunque 
resulte ajeno al caso de Cochinoca, en un petitorio 
se acude a la intercesión del Estado para devolver 
el “estado tributario de comunidad” de las tierras, 
en directa alusión al “pacto tributario” vigente en 
la colonia (AHJ. Caja de expedientes, Vecinos de 
Santa Catalina. Expte 85, V, Jujuy, 16 de agosto 
de 1911).16 
No hubo mayores voces en primera persona sobre 
este asunto del derecho de propiedad proclamado, 
pero el contra discurso producido por los sectores 
hegemónicos frente a la actitud “airada” asumida 
por los arrendatarios nos permite otras proyecciones 
del tema. Los propietarios denunciados, muchos 
con nombres y apellidos, no parecieron estas 
interesados en defenderse de las acusaciones, pues 
amparados en los preceptos del liberalismo y de 
la “sagrada” propiedad privada se valieron de la 
protección que le proveyó el Estado. En todos 
los casos los expedientes de estas causas fueron 
mandados a archivo, aludiendo incompetencia 
administrativa de los órganos ejecutivos porque 
la situación no alteraba el orden público, por lo 
tanto los abusos denunciados correspondían al 
fuero civil a cuya jurisdicción debían someterse 
los denunciantes. Pero, además, los contratos de 
arriendo estaban comprendidos y eran inherentes 

16 La petición emana de los vecinos de Yoscaba, Puesto y 
Timón Cruz del departamento Santa Catalina. El “pacto 
tributario” alude a la forma de interacción comunidad 
indígena- Estado reinante en la época colonial, basado 
en un pacto de reciprocidad entre ambas partes, que 
contemplaba como obligaciones mutuas el pago 
de tributo de la población indígena a cambio de la 
legitimación del Estado en el reaseguro de la posesión 
de tierras comunales. Según Platt ese pacto persistió, 
bajo determinadas condiciones, durante la República en 
la región Norte de Bolivia (Platt 1982). Resta indicar 
que este tipo de argumento al derecho colonial está 
ausente en los petitorios elevados desde Cochinoca.
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al derecho de propiedad; así a los arrendatarios 
“nadie les impone la condición de seguir ocupando 
las tierras y si los encuentran exorbitantes en su 
poder está la facultad de abandonarlos y decidir 
su actividad en otras industrias y en otros lugares” 
(AHJ. Caja de expedientes, Vecinos de Cochinoca. 
Expte. 124 V, Jujuy, 13 de agosto de 1912).
Sin embargo, no todas las respuestas fueron 
evasivas, los gobiernos actuantes reconocieron las 
arbitrariedades imperantes en la Puna y advirtieron 
la responsabilidad de la “mala justicia” aplicada 
en esos territorios.17 Y también interpretaron a su 
modo la naturaleza de esta convulsión. Como en 
la década de 1880 se la catalogó de expresiones 
“comunistas” o de un “avanzado socialismo”. 
En las respuestas ofrecidas a los petitorios se 
apuntan errores de conceptos adoptados por 
los arrendatarios. Más allá de que la valoración 
oficial hecha atraviesa falacias reales desde el 
punto de vista de la legislación liberal imperante, 
nos interesa rescatar esos conceptos porque, 
aunque leídos como infundados, invocan las 
propias creencias de los grupos en resistencia. 
Así, una falsa creencia apuntaba que las tierras 
de Cochinoca eran “fiscales nacional”, y derivado 
de esto el supuesto de la existencia de un derecho 
de propiedad basado en el lugar de nacimiento y 
crecimiento de las personas (se creen dueños de 
las tierras por “haber nacido y crecido en ellas”, 
comentan los funcionarios del gobierno) (AHJ, 
Caja de expedientes, Denuncia malos tratamientos 
(Agua Caliente- Quera). Expte. 24 v, Jujuy, 11 de 
julio de 1910). La apelación a los poderes máximo 
del Estado argentino por encima de los órganos 
provinciales, tanto para atribuirle la propiedad de 
estas tierras, como para invocar en las demandas a 
esa jurisdicción, figura como una marca simbólica 
de legitimación a la que recurren sistemáticamente 
los campesinos en sus presentaciones formales. Un 

17 La solución estaba, al menos en el discurso, en una 
racionalización y mayor control de los funcionarios 
públicos de la región, y en la sanción de leyes para 
mejorar la justicia de paz, por ejemplo, con la creación 
de una Juzgado Superior de Paz y Comercial con sede 
en Cochinoca (AHJ, Caja de expedientes, Denuncia 
malos tratamientos (Agua Caliente- Quera). Expte. 24 
v, Jujuy, 11 de julio de 1910)

ejemplo claro de ello es la conciencia desplegada 
en torno a las figuras de los interventores 
nacionales como coyunturas más favorables para 
enunciar sus quejas y a modo de una singular 
oportunidad política (AHJ. Caja de Expedientes, 
Vecinos de Cochinoca. Expte. 160 V, Jujuy, 25 de 
junio de 1913). Otro acto más elocuente resultó 
la circulación de ilusorios decretos emanados de 
la presidencia de la Nación en los que avenían la 
nulidad de las ventas (AHJ. Caja de Expedientes, 
Solicitud de arriendo fiscal en Cochinoca. Expte. 
502 C, Jujuy, 4 de junio de 1909).18 
La naturaleza del derecho de propiedad fiscal 
constituye otro imaginario imputado a los naturales 
de la puna: “para los reclamentes, tierras fiscales 
les suena lo mismo que tierras de la comunidad 
y las comunidades, que es el derecho de todos, 
lo han representado ellos y nadie más, vale decir 
que el derecho que es de todos, no será de todos, 
ni lo representa el Estado provincial, sino ellos 
exclusivamente: pretenden el antiguo comunismo” 
(AHJ, Caja de expedientes, Denuncia malos 
tratamientos (Agua Caliente- Quera). Expte. 24 v, 
Jujuy, 11 de julio de 1910). Si bien carecemos de 
discursos claros y coherentes erigidos desde los 
propios arrendatarios sobre este punto podemos 
inferir, no obstante, que hubo una valorización 
positiva de las condiciones objetivas y subjetivas 
que arrojó la experiencia directa de ser arrendatarios 
del fisco, como un modo de una vida más “grato” 
y “tranquilo”. En el proceso de apropiación de las 
nuevas reglas formales e informales que había 
creado el Estado republicano, pero también en la 
memoria de las imperantes en tiempos coloniales, 

18 Esos actos eran conocidos por los poderes públicos 
provinciales y valorados en estos términos: “En 
la evolución de las ideas y de la propaganda que 
desarrollan muchos naturales de la puna, llegaron 
hasta simular resoluciones y decretos del presidente, 
declarando que esas tierras eran nacionales […] se 
sacaron copias con profusión y se hizo circular entre 
todos los vecinos […] por eso llaman detentadores de 
la propiedad a los actuales dueños de ellas y piden a 
Va. Excia. que se los expulse de la propiedad, o de lo 
contrario se les de a los ocurrentes pase a apelación para 
ante el Soberano Congreso de la Nación, en resguardo 
de sus derechos […]”.AHJ, Caja de expedientes, 
Denuncia malos tratamientos (Agua Caliente- Quera). 
Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio de 1910, s/f. 
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es factible pensar que construyeron un concepto 
propio de propiedad pública. 

Iniciativa y conciencia política

Por último, para los gobiernos que debieron afrontar 
los petitorios en el marco de la privatización, los 
autores habían obrado por la incitación y el engaño 
de actores políticos ajenos a ellos. Efectivamente, 
los funcionarios oficiales registran que no había 
pretensión de adueñarse del dominio privado 
entre los activistas de la Puna, sino que por el 
contrario primaba el reconocimiento categórico 
de esas tierras como fiscales y sus obligaciones 
como simples arrendatarios. Tampoco actuaron 
por ignorancia, pero sus reclamos no habían sido 
producto de actitudes y capacidades autónomas. 
En todo caso, esos “actos subversivos” los había 
provocado ciertos partidos políticos al insinuar y 
propagar la idea en la Puna de que las ventas de los 
rodeos eran nulas por transferirse a extranjeros. El 
argumento de la nulidad tenía, según este parecer, 
ese origen; y había generado una “mistificación” 
entre los “peticionantes” (AHJ, Caja de 
expedientes, Denuncia malos tratamientos (Agua 
Caliente- Quera). Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio 
de 1910). 
Seguramente el uso político del asunto existió, 
mucho más si consideramos el propio contexto 
partidario de los tiempos del centenario a nivel 
provincial, signado por la transición hacia un 
proceso de democratización creciente y fuerte 
reacomodación de las agrupaciones (Fleitas 2010), 
pero un análisis desde la óptica de las prácticas 
políticas de los partidos actuantes excede los fines 
y posibilidades de este estudio. 
Si aludimos a ello es porque nos interesa 
introducir el influjo de la “política” en los mismos 
campesinos de la Puna. Entonces, más allá de la 
posible existencia de un partido político provincial 
que hizo campaña e instaló la quimera de la nulidad 
de las ventas, ¿Se puede entender el accionar de 
los directos interesados como simple efecto de 
una manipulación? Creemos que las muestras 
de ciertos grados de organización, las marcas de 
legitimidad que difunden los pedidos hechos por 
los campesinos y la cultura política los ubica en un 

rol de sujetos políticos más protagónico que el de 
simples depositarios de proyectos ajenos. 
Respecto a las formas de organización y los 
comportamientos políticos un dato clave es la 
evidencia de una asociación denominada “La 
Unión” que sale a la luz luego de una cruenta 
operación de embargos por cobro de arriendos, 
tramada y llevada a cabo por un administrador de 
varias fincas, el juez de paz y el subcomisario de 
Cochinoca (AHJ, Caja de expedientes, Denuncia 
malos tratamientos (Agua Caliente- Quera). 
Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio de 1910).19 A través 
de la correspondencia privada cursada entre los 
diferentes “compañeros de la Unión” circulaba 
información sobre estos abusos con el fin, según 
nos permite ver la fuente, de participar de “la 
verdad” a todos y “en la medida de lo posible 
ayudarnos”. Su importancia no debió de ser menor 
porque las primeras presas de los embargos habían 
recaído sobre los integrantes de la Unión, en una 
acción encarada por los propietarios de represalia 
y neutralización. Además, a través de esa sociedad 
se lograba mantener viva la comunicación entre 
distintos puntos departamentales de Cochinoca 
sobre los “malos tratamientos” (que seguramente 
reforzó la conciencia grupal); y daba respuesta 
rápida pues ese grupo canalizaba las demandas 
generales y otras puntuales –como interceder 
en la liberación de arrendatarios presos por 
delitos de “sedición” o deudas-. También en 
estas circunstancias acordaban “convenios 
sociales” aportando dinero para enviar delegados 
representantes a la ciudad Capital para reclamar y 
seguir estas causas.
En cuanto a los discursos políticos que intervienen 
en los petitorios queda reflejado con firmeza el 
conocimiento, arraigo e interpretación autónoma 
del anclaje legal de la república liberal. Las 
símbolos de identificación y legitimación 
sobresalientes del mundo que critican y a la vez 

19 En la década de 1920 los levantamientos y las 
movilizaciones de arrendatarios de las tierras altas de 
Jujuy también fueron congregados en una organización 
llamada la “Unión”, de tinte partidario de la fracción 
“tanquista” del radicalismo (Fleitas y Teruel 2007: 
56-57). No sabemos si hay una relación directa entre 
ambas organizaciones. 



Fandos - CUADERNOS - SERIES ESPECIALES 3 (1): 98-115, 2016.

113

intentan crear es, en primer lugar, la Asamblea 
del Año XIII, órgano prohibitivo de “el tráfico 
de esclavo, declarando que el que nace en tierra 
argentina es libre, desconociendo títulos de 
nobleza, mandando acuñar nueva moneda […] 
siendo este escudo reemplazante de los monarcas 
[…] después de tan grande e incomparable fatiga 
de nuestros libertadores Belgrano, San Martín 
y muchos otros héroes guerreros […] por lo que 
sabemos que se ha declarado la independencia sin 
excepción para ser libre ciudadano” (AHJ, Caja de 
expedientes, Denuncia malos tratamientos (Agua 
Caliente- Quera). Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio 
de 1910).20 
En segundo lugar, la fuente legal que imponía las 
condiciones de moralidad a todos y, por ende, a 
los “azotadores” propietarios estaban contenidas 
enteramente en la Constitución Nacional (“grande 
y perdurable ley de la Patria) (AHJ. Caja de 
Expedientes, Vecinos de Cochinoa. Expte. 124 
v, Jujuy, 13 de agosto de 1912) la que es relatada 
como una gran prueba de civismo, constituyendo 
narraciones de una puesta en valor de sus principios 
de “dignidad humana”. Preferentemente es el 
Preámbulo, transcripto en todas sus letras para 
reclamar la inclusión ciudadana: “Los indígenas no 
gozamos esa unión por la justicia ni la paz interior 
que nos provee […] ese bienestar general para los 
padres y su posteridad, para todos los hombres que 
quieran habitar el suelo argentino” (AHJ, Caja de 
expedientes, Denuncia malos tratamientos (Agua 
Caliente- Quera). Expte. 24 v, Jujuy, 11 de julio de 
1910). En los fragmentos citados –y en la totalidad 
de los textos de los pedidos- la clave de los 
reclamos pasa en definitiva por el reconocimiento 
de sus derechos ciudadanos, consagrados en las 
leyes, para hacer notar a las autoridades que en 
ellas estaba su redención.
Finalmente, en honor a la sangre derramada por los 
padres y abuelos en las serranías de Quera en 1872 

20 Recordemos también que esta institución de los 
albores de la república emitió la primera y general 
norma prohibitiva de las bases fundamentales del orden 
colonial, al derogar la encomienda, servicios personales 
y el tributo indígena. No deja de ser llamativo que 
precisamente esas partes no estén contendidas en la 
trascripción que se hace de sus resoluciones. 

hacen entrega de sus quejas al “fallo público”. 

CIERRE

Hacia mediados la década de 1920 la mayoría 
de los actores involucrados y partícipes en este 
proceso confluyeron en propiciar y requerir la 
fiscalización de las tierras que ocupaban, pasando 
a la esfera pública la propiedad privada que 
detentaban unos cuantos y pocos dueños de ellas. 
Los estudios sobre los conflictos campesinos 
de la región distinguen otro momento peculiar 
propicio a una mayor visibilidad del malestar, 
el del contexto de apertura democrática del 
Radicalismo en la provincia (1918- 1930). Estos 
consideran que entonces hubo un cambio en las 
condiciones políticas de participación ciudadana 
y otra recepción en las filas gubernamentales, 
convergiendo un proyecto de reforma agraria 
oficial y la protesta campesina. Uno de los planteos 
gubernamentales se plasmó principalmente en el 
liderado por Miguel Anibal Tanco y consistía en 
la expropiación de los latifundios, la constitución 
de tierra pública sobre éstos y la tenencia en 
arrendamiento para las poblaciones de la zona 
(Fleitas 2005, Fleitas y Teruel 2011). En el 
accionar campesino la ocupación desde tiempo 
inmemorial servía para alegar derechos sobre las 
tierras como lo habían hecho en la década de 1870 
pero ahora “no reclamaban su propiedad, sino que 
se declarasen fiscales” (Fleitas y Teruel 2007: 61). 
Entendemos que ese programa ex professo de 
proclamación de propiedad fiscal en estas región 
en la década de 1920, paulatinamente pudo 
formularse mientras mediaban los resultados y las 
propias experiencias acontecidas en el siglo XIX. 
Hemos visto que el instrumento legal por el que 
se formateo el reclamo, la aspiración y el deseo 
de cambio de la penosa carga que reportaba la 
vivencia del arriendo a mediados del siglo XIX 
obraba en el reconocimiento de tierras fiscales. 
Sabemos que ese fue, en definitiva, el resultado 
en muchas de las propiedades detentadas por los 
Campero, reinando a partir de allí el arriendo fiscal. 
Sobre los aspectos formales y las prácticas de esos 
contratos campesino- Estado pudimos determinar 
cómo el arriendo en las tierras públicas permitía 
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mayor libertad, permeabilidad y laxitud respecto 
de la norma escrita y el control efectivo. 
La vuelta de página que reportó la privatización de 
esas tierras fiscales en Cochinoca desde la década 
de 1890 abrió una nueva fase de la resistencia 
campesina, expresada en la auto formulación de lo 
que figuraba el derecho de propiedad público, en 
la apropiación del discurso liberal para su defensa 
y la lucha por el reconocimiento de sus derechos 
ciudadanos. A través de los petitorios elevados 
de denuncia de malos tratamientos, la solicitud 
de nulidad de las ventas y otra serie de acciones 
conjuntas de esa concreta coyuntura postventa 
quedó plasmada la añoranza de las condiciones de 
existencia bajo el imperio de la propiedad pública. 
En esta historia, claro está, “no se trata de negar 
fracasos, pauperizaciones y abusos” (Quijada 
2006) sino que intentamos reconstruir –y porqué 
no imaginar- los propios actos y los propios 
mundos construidos por los campesinos indígenas. 
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